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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el apoderado del procesado ENRIQUE ANTONIO GONZÁLEZ ZORRO, contra el fallo de condena proferido el siete (07) de junio de 2005 por el Juzgado Octavo Penal del Circuito de Bogotá D.C., mediante el cual lo declaró penalmente responsable en calidad de autor del delito de Receptación y le impuso como penas principales, prisión por cuarenta y ocho (48) meses y multa por valor de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes; como accesoria, inhabilitación de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena privativa de la libertad.
Se actúa como Sala de Descongestión de conformidad con lo dispuesto por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
2.- HECHOS 

En la sentencia apelada, se consignaron de la siguiente manera: 
El día 28 de mayo del año inmediatamente anterior, en horas de la tarde, en la casa ubicada en la calle 61 No. 112-86 barrio Villa Gladis de esta ciudad, la policía encontró en la casa habitada por ENRIQUE ANTONIO GONZÁLEZ ZORRO el automotor Mazda 626 Matsuri, color azul zafiro, modelo 1997, placas BHU 591, motor No. FS967842 y chasis No. 626NIMO4210, desvalijado y que había sido hurtado el 8 de octubre de 2003 a JULIO CÉSAR BERMÚDEZ BARÓN.
3.- IDENTIDAD 

Se procesó al señor ENRIQUE ANTONIO GONZÁLEZ ZORRO, hijo de MARTHA CECILIA y JESÚS ANTONIO, natural de Bogotá, nacido el cinco (5) de agosto de 1971, convive en unión libre con OFELIA CAICEDO RUÍZ, padre de cuatro (4) hijos, portador de la cédula de ciudadanía No. 79.530.630 expedida en Bogotá, grado de instrucción bachiller y de profesión conductor.
4.- CARGOS
La Fiscalía Ciento Ochenta, Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito de Bogotá, al calificar el mérito del sumario
 profirió Resolución de Acusación en contra del señor GONZÁLEZ ZORRO, como presunto autor de la conducta contemplada en el Código Penal, Libro II, Título XVI Capítulo VI, artículo 447 concerniente con la receptación. En lo que hacía con la ilicitud contra el patrimonio económico –hurto calificado y agravado- precluyó la investigación a favor del acusado.
En esa decisión, se tuvo en cuenta que al señor JULIO CÉSAR BERMÚDEZ BARÓN le fue hurtado el vehículo señalado en su denuncia, mediante apoderamiento que se realizó para la obtención de un provecho propio o ajeno. De igual modo, que había quedado probado que el automotor se localizó en el parqueadero o garaje donde mantenía su residencia el incriminado, donde fue llevado para su desguazamiento, lo cual se colegía a partir del estado en que fue localizado por los gendarmes, el cual había sido ocultado con el propósito de evitar que fuera ubicado por quienes mantenían interés en él o por las propias autoridades judiciales. Esa situación fáctica no permitía dubitación sobre la materialidad del injusto de receptación.

 5.- FALLO.
Rituada la etapa del juicio, la cual concluyó con la audiencia pública, el Juzgado de Conocimiento acolitó la posición procesal de Fiscal y Ministerio Público y profirió sentencia condenatoria
 en contra del acusado, para lo cual tuvo en cuenta: (i) Había quedado demostrado mediante la denuncia instaurada por el propietario del vehículo que el mismo le había sido hurtado por cuatro (4) sujetos encapuchados, cuando transitaba por la Avenida Iberia a la altura de la Diagonal 152 de esa capital; (ii) El automotor fue encontrado en poder del sindicado y éste no había podido demostrar su tenencia lícita sino que pretendió probar que había sido llevado a su casa en malas condiciones por GERMÁN y GUILLERMO, a quienes alquiló el garaje en la suma de $50.000; sin embargo, resultaba extraño que no supiera el apellido de su amigo de infancia (GUILLERMO) y menos creíble que el automóvil hubiera llegado a su residencia varado y remolcado por otro carro de color rojo; (iii) El encartado había afirmado ser conductor de taxi y por tanto conocía de partes de vehículos y que las llantas no se rectificaban por lo que no era de recibo su dicho en el sentido que los citados personajes se las habían llevado para rectificarlas; (iv) El informe policivo señalaba que el automotor estaba siendo desvalijado ya que las puertas habían sido desprendidas. El procesado reconocía que le hacían falta las partes superiores del motor, así, si supuestamente esas personas llevaron el vehículo para repararlo, no tenía porqué ser desguazado; y (v) El supuesto contrato de arrendamiento allegado al proceso indicaba que la impresión del formato se había  actualizado en el año 2004, lo que implica que era imposible que se hubiera celebrado el 15 de noviembre de 2003; por demás, comparada la firma del sindicado con la que aparecía en su indagatoria y en el acta de audiencia pública, se notaba a leguas que eran diferentes, todo lo cual hace concluir que el contrato no existió ni el encausado recibió o permitió que el automotor ingresara a su casa por ese negocio, sino que le fue entregado el vehículo a sabiendas de su procedencia ilícita y era el procesado quien lo estaba desvalijando o desguazando.
Al dosificar la pena, se ubicó en el cuarto mínimo de la misma dado que solo concurría una circunstancia de menor punibilidad -ausencia de antecedentes- e impuso cuarenta y ocho (48) meses de prisión y multa por valor de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
No condenó al pago de perjuicios por cuanto los mismos se predicaban sobre el delito de hurto que investigaba la Fiscalía, pero no en este caso donde se había vulnerado el bien jurídico de la Administración de Justicia.

Por superar la pena impuesta el límite consagrado en el artículo 63 del Código Penal, no concedió el subrogado allí consagrado. Empero, habida cuenta de haber incumplido la obligación de permanecer en el sitio donde permanecía en detención domiciliaria, la revocó y dispuso que el fallo condenatorio se ejecutara intramuros, así como hacer efectiva la caución depositada por el incumplimiento de las obligaciones contraídas. Con tales supuestos, concluyó que el señor GONZÁLEZ ZORRO evadiría el cumplimiento de la pena y pondría en peligro a la comunidad, sin que exista prueba que indique que no atentará otra vez contra la sociedad, por tanto, en aras de la prevención general como función de la pena para evitar la comisión de nuevos hechos punibles, decidió no conceder la prisión domiciliaria.
De manera adicional, dispuso que se compulsaran copias con destino a la Fiscalía para que se investigue un presunto fraude procesal relacionado con el contrato irregular que fue aportado al averiguatorio.
6.- RECURSO

Lo sustenta la defensa, en:

- La señora Juez 8ª Penal del Circuito no argumentó de manera convincente la revocación de la prisión domiciliaria -sic-, apegándose a un pronóstico peligrosista, de posibles conductas que no se han cometido.   

- Se están violando principios rectores como el de la necesidad de la pena, que debe tener un enfoque de humanización, de eficaz y justa aplicación del derecho, principios consagrados en la Constitución Política y en los principios rectores del Código Penal, no tenidos en cuenta por el Juez de instancia, ya que la pena puede ser sustituida por la prisión domiciliaria y que su cliente no representa riesgo alguno. No se trata de un subrogado penal, sino de una forma de purgar la pena por cuanto también limita la locomoción y libertad.  
- Respecto de los requisitos de la figura de la prisión domiciliaria afirma que se cumple el factor objetivo por ser la pena a imponer inferior a cinco (5) años. En cuanto al subjetivo refiere que la detención domiciliaria no ocasionó un perjuicio para la comunidad y que además el procesado garantizó su comparecencia al proceso y que en caso de ser requerido comparecerá para verificar el cumplimiento de su condena. Por demás, refiere que es la primera vez que es condenado por la comisión de un delito, no tiene antecedentes penales, no opuso resistencia al momento de su aprehensión y compareció al proceso cuando fue requerido. Destaca que es persona digna de permanecer en comunidad, por convivir hace once (11) años con su compañera, ser padre de dos (2) hijos de esa unión y de otros dos (2) extramatrimoniales, quienes dependen económicamente de él, además de ser padre de familia como consta en la declaración extrajuicio rendida por su compañera permanente y aportada al proceso en la etapa de la instrucción, así como los registros civiles de sus hijos menores.
- Su poderdante ha cumplido con la detención domiciliaria concedida durante la investigación y se sometió a las exigencias del Estatuto Penal y Procesal. En cuanto a la autenticidad del contrato que se pone en duda en la parte motiva de la sentencia, no es relevante, ya que es evidente que el inmueble arrendado es el que actualmente habita, ha habitado y donde purga su pena.

Solicita en consecuencia la revocatoria de la decisión que negó la prisión domiciliaria al sentenciado. 
7.- MOTIVACIÓN

No existe reparo sobre el fondo de la decisión condenatoria proferida en cuanto declaró penalmente responsable al acusado, como autor de la conducta punible de receptación, lo que significa que a la hora de ahora no existe polémica sobre la real existencia de la infracción contra la Recta y Eficaz Administración de Justicia, ni sobre el juicio de reproche que se ha hecho al justiciable.
La inconformidad se ha centrado única y exclusivamente en lo atinente con la negación del sustituto de la prisión intramural, razón por la cual sobre ese aspecto centrará su atención el Tribunal.

Para ello, lo primero que debe observarse es que contrario a los juiciosos argumentos planteados por el abogado apelante en defensa de la casa por cárcel para su prohijado, la realidad procesal indica sin hesitación alguna que mientras el señor ENRIQUE ANTONIO GONZÁLEZ ZORRO estuvo cobijado con una medida benéfica para él como lo fue la detención domiciliaria, fue inferior al compromiso asumido cuando se le otorgó tal gracia e incumplió las obligaciones que eran inherentes a esa especial figura de internamiento en su lugar de residencia.

Desde ese punto de vista, las conclusiones a las que llegó la señora falladora de primera instancia, no tienen ese tinte de arbitrarias e injustas que le son asignadas por el profesional del derecho que vela por los intereses del sentenciado, dado que como era su obligación, la referida funcionaria con la información que disponía debió realizar un diagnóstico pronóstico acerca de no ponerse en peligro a la comunicad y de no evadir el cumplimiento de la pena, tal como lo exige la norma contenida en el artículo 38 del Código Penal, que precisamente regula lo atinente con la concesión de la prisión domiciliaria.
En ese sentido, se tiene que es un hecho cierto del proceso que a pesar de habérsele concedido al señor GONZÁLEZ ZORRO la oportunidad para que permaneciera en su residencia mientras se surtía el trámite pertinente, no fue encontrado en su lugar de reclusión, por ejemplo, cuando se le fue a comunicar lo concerniente con el traslado para la realización de las audiencias preparatoria y pública, tal como se observa en la constancia que aparece a fl. 9 del C.O.II.; incluso, fue aspecto al que se le dedicó un buen espacio durante el interrogatorio que se hizo al procesado en la audiencia pública, momento en que se buscó que explicara cuál era la verdadera dirección en la que cumplía la medida, sin que a decir verdad las explicaciones allí rendidas hayan resultado satisfactorias. Muy por el contrario, lo que se evidenció fue que el acusado no estaba cumpliendo la detención preventiva con el rigor que la medida exige.
Con un panorama como ese, era inevitable en primer lugar que se revocara el beneficio de la detención domiciliaria que previamente se le había concedido al señor GONZÁLEZ ZORRO y que como consecuencia directa de su incumplimiento, al estudiarse lo relacionado con la concesión de la prisión domiciliaria, se concluyera que no existían garantías en el sentido que el sentenciado no pondría nuevamente a la comunidad en peligro. Aquí no se trató de esbozar una tesis peligrosista y endilgar una responsabilidad objetiva como con tanto ahínco lo sostiene el apelante. El análisis de los antecedentes de toda índole, incluida la negativa a cumplir la detención preventiva que no se quiso cumplir a cabalidad en su residencia, eran factores que no se podían soslayar en aras de determinar cuál podía ser el comportamiento futuro del justiciable.

Al margen de lo anterior, lo que nota el Tribunal es que inexplicablemente la señora falladora de instancia omitió referirse en su providencia a la incertidumbre existente sobre la voluntad del reo de no evadir el cumplimiento de la pena, otro de los aspectos que era obligatorio evaluar en relación con la concesión de la prisión domiciliaria. Se dice así, porque todo lo anteriormente esbozado permite colegir sin mayores elucubraciones que no existe un verdadero compromiso por parte del señor GONZÁLEZ ZORRO en cumplir la pena en su residencia, dado que tal como se comentó en precedencia, en varias oportunidades se evidenció que se había evadido de su lugar de detención domiciliaria –es más, en la actualidad no se conoce en qué lugar se encuentra- , circunstancia que adquiere mayor relieve si se tiene en cuenta que no fue posible notificarle de manera personal la sentencia condenatoria y que fue necesario acudir a la notificación supletoria por edicto, cuando por ser persona que estaba supuestamente privada de la libertad, era la primera forma de notificación a realizarse.
Así las cosas, deviene inevitable concluir tal como acertadamente se coligió en la primera instancia, que el procesado no ofrece garantías que permitan que se le conceda la casa por cárcel y, en consecuencia, debe cumplir la pena impuesta dentro de un estableciendo carcelario, lo que conlleva a que la sentencia apelada sea confirmada.      
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,                CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Octavo Penal del Circuito de Bogotá, que fue apelado.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 
� Visible a partir del Fl. 106 del C.O.I.


� Visible a partir del Fl. 31 del C.O.II
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